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objeto la constatación de que la documentación presentada es formalmente válida; que el 
solicitado se encuentra plenamente identificado; que el hecho que motiva el pedido también 
esté previsto en Colombia como delito y sancionado con pena privativa de la libertad cuyo 
mínimo no sea inferior a cuatro años; que la providencia proferida en el extranjero –si no se 
trata de sentencia– sea equivalente a nuestra resolución de acusación y que cuando fuere el 
caso se observe de conformidad con el marco normativo señalado por el Gobierno nacional 
lo previsto en los tratados públicos’.

También al respecto, la Sala de Casación Penal ha manifestado3:
‘... en Colombia el trámite de extradición, no corresponde a la noción estricta de proceso 

judicial en el que se juzgue la conducta de aquel a quien se reclama en extradición, por tanto, 
no tienen cabida cuestionamientos relativos a la validez o mérito de la prueba recaudada por 
las autoridades extranjeras sobre la ocurrencia del hecho, el lugar de su realización, la forma 
de participación o el grado de responsabilidad del encausado; la normatividad que prohíbe 
y sanciona el hecho delictivo, la calificación jurídica correspondiente; la competencia del 
órgano judicial; la validez del proceso en el cual se le acusa; la pena que le correspondería 
purgar para el caso de ser declarado penalmente responsable; o la vigencia de la acción 
penal; pues tales aspectos corresponden a la órbita exclusiva y excluyente de las autoridades 
del país que eleva la solicitud y su postulación o controversia debe hacerse al interior del 
respectivo proceso utilizando al efecto los instrumentos que prevea la legislación del Estado 
que formula la solicitud’.

4.5. Por todo lo anterior, resulta claro que en el trámite de la extradición la Corte 
Suprema, Sala Penal, no valora pruebas sobre la existencia del hecho y sus circunstan-
cias, ni juzga al solicitado; tampoco cuestiona las decisiones emitidas por la autoridad 
extranjera y solo le compete verificar el cumplimiento de los requisitos para otorgar la 
extradición, según lo dispuesto en el tratado internacional respectivo o, en su defecto, 
en la ley interna, acatando la preceptiva superior (cfr. artículos 12, 34 y 35 Const.) y la 
normatividad complementaria.

Los fundamentos y la consiguiente controversia sobre la decisión judicial de la autoridad 
extranjera, con base en la cual se pide la extradición, tienen su escenario natural en los respec-
tivos estrados judiciales, es decir, al interior del correspondiente proceso penal adelantado en 
el Estado solicitante y no ante autoridades judiciales colombianas, que deben cooperar, junto 
con el Ejecutivo, para que la ubicación en país distinto a donde se cometió el presunto delito, 
no sea vía para eludir la acción de la justicia, que internacionalmente debe permanecer aliada 
y diligente en la lucha contra la criminalidad ...” (Se resalta).

Efectuada entonces la evaluación jurídica por parte de la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia respecto de la solicitud de extradición del señor Úsuga Rivera, 
así como la verificación del cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 493 y 
502 de la Ley 906 de 2004 y la constatación de la ausencia de causales de improcedencia 
para la extradición, el Gobierno nacional se abstendrá de pronunciarse sobre los cuestio-
namientos en los que insiste el abogado defensor, pues, en primer lugar, el concepto es lo 
suficientemente claro, concreto y completo que no da lugar a interpretaciones o dudas, y en 
segundo lugar, porque de hacerlo estaría invadiendo y desconociendo la competencia propia 
de la Corte Suprema de Justicia.

Debe precisarse que el recurso de reposición contra la resolución del Gobierno nacional 
que decide una solicitud de extradición no puede ser utilizado por las personas requeridas 
en extradición y sus abogados defensores como un instrumento para desconocer el concepto 
emitido por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y convertir al Gobierno nacional en 
instancia de revisión de las decisiones de esa Alta Corporación Judicial.

En ese sentido se pronunció esa Corporación, en el concepto del 29 de noviembre de 1983, 
con ponencia del Magistrado Alfonso Reyes Echandía, cuyo criterio se mantiene invariable:

“La intervención de esta Sala se concreta en lo sustancial a realizar una confrontación entre los 
documentos aportados por el Estado requirente y las normas del respetivo Convenio, o subsidia-
riamente de la legislación nacional, para determinar si se acomoda integralmente a estas en cuyo 
caso conceptuará favorablemente a la extradición, o no se aviene a ellas y entonces emitirá opinión 
adversa. Frente a ese pronunciamiento de la Corte, el Gobierno decidirá sobre el requerimiento de 
extradición en resolución que debe ser negativa si así fue el concepto de la Corte, pero que puede 
ser favorable o desfavorable cuando dicha opinión sea positiva; en tal evento, la resolución guber-
namental que niega la extradición ha de estar fundada en razones de conveniencia nacional, como 
lo precisa el inciso 2° del artículo 748 del C. de P.P. aplicable como complemento de lo dispuesto 
en el número 2 del artículo 12 del Tratado que exige razonar la “denegación total o parcial de la 
solicitud de extradición”. Y es que si la Corte ha hecho ya en su concepto –como debe hacerlo– 
el examen jurídico de la cuestión, no es tarea del gobierno volver sobre ese aspecto y menos 
aún cimentar su decisión contraria a la extradición en consideraciones jurídicas opuestas a las 
que sirvieron a la Corte para emitir su concepto favorable; si así fuera, sobraría el pronun-
ciamiento previo de la Sala, a más de que se le estaría sometiendo a una instancia de revisión 
administrativa no prevista en la ley ni tratado alguno. Es innegable, clara y necesaria –desde 
luego– la potestad gubernamental para optar por conceder o negar la extradición pedida cuando 
el concepto de la Corte es favorable, pero se trata de una decisión política en cuanto autónoma y 
ligada solamente a consideraciones soberanas de conveniencia nacional; solo así se respetan las 
órbitas judicial y administrativa que armoniosamente concurren en el examen y decisión de 
esta materia”, (Negrilla fuera de texto).

Así las cosas, no le está atribuido al Gobierno nacional, como al parecer lo espera el abo-
gado defensor, apartarse y contradecir, a través de la resolución de un recurso reposición, los 
conceptos y pronunciamientos jurídicos que hace la Corte Suprema de Justicia sobre determi-
nados aspectos dentro del trámite de una solicitud de extradición. Todo lo contrario, antes que 
intentar contradecirlos o revaluarlos, le sirven al Gobierno nacional como sustento jurídico 
para adoptar una decisión, esencialmente discrecional, que involucra aspectos jurídicos los 
cuales no pueden ser desconocidos.

De conformidad con lo expuesto, teniendo en cuenta que el trámite de extradición del ciuda-
dano colombiano Juan Pablo Úsuga Rivera se ha cumplido con plena observancia y acatamiento 
3	 Asunto de radicación 25.333, julio 4 de 2016, M. P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.

del debido proceso, que cuenta con el concepto previo y favorable de la Corte Suprema de Jus-
ticia y que con el presente recurso no se aportaron nuevos elementos de juicio que conduzcan 
a variar la decisión inicial, el Gobierno nacional, en virtud de la discrecionalidad que le asiste, 
confirmará en todas sus partes la Resolución Ejecutiva número 260 del 4 de diciembre de 2015.

Por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Confirmar la Resolución Ejecutiva número 260 del 4 de diciembre de 2015, 
por medio de la cual se concedió la extradición del ciudadano colombiano Juan Pablo Úsuga 
Rivera, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta resolución.

Artículo 2°. Ordenar la comunicación de la presente decisión al ciudadano requerido 
o a su apoderado, haciéndole saber que no procede recurso alguno, quedando en firme la 
Resolución Ejecutiva número 260 del 4 de diciembre de 2015, conforme lo establece el 
numeral 2 del artículo 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.

Artículo 3°. Ordenar el envío de copia del presente acto administrativo a la Dirección de 
Asuntos Jurídicos Internacionales y a la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y Ser-
vicio al Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de la Nación, 
para lo de sus respectivas competencias.

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su comunicación.
Publíquese en el Diario Oficial, comuníquese al ciudadano requerido o a su apoderado, al 

Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Fiscalía General de la Nación, y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 4 de marzo de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Yesid Reyes Alvarado.

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Decretos

DECRETO NÚMERO 378 DE 2016
(marzo 4)

por el cual se aplazan unas apropiaciones en el Presupuesto General de la Nación 
 para la vigencia fiscal de 2016 y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades legales, en especial 
las conferidas por los artículos 76 y 77 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, y 

CONSIDERANDO:
Que el artículo 352 de la Constitución Política le otorga a la Ley Orgánica del Presupuesto 

la facultad de regular lo concerniente a la programación, aprobación, modificación y ejecución 
del Presupuesto General de la Nación; 

Que el Congreso de la República en virtud del artículo 349 de la Constitución Política 
expidió la Ley 1769 del 24 de noviembre de 2015 por la cual se decreta el Presupuesto General 
de la Nación para la vigencia fiscal de 2016, el cual se liquidó por medio del Decreto número 
2550 del 30 de diciembre de 2015; 

Que de conformidad con los artículos 76 y 77 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, 
en cualquier mes del año fiscal el Gobierno nacional, previo concepto del Consejo de 
Ministros, podrá reducir o aplazar total o parcialmente las apropiaciones presupuestales, 
entre otros, cuando la coherencia macroeconómica así lo exija, cuando se estimare que los 
recaudos del año puedan ser inferiores al total de los gastos y obligaciones contraídas o 
cuando no se perfeccionen los recursos del crédito autorizados. En tales casos el Gobierno 
podrá prohibir o someter a condiciones especiales la asunción de nuevos compromisos 
y obligaciones; 

Que evaluados los efectos adversos de la economía internacional sobre la economía co-
lombiana, especialmente en materia de crecimiento y, por esta vía, sobre el comportamiento 
de las rentas petroleras, se hace indispensable realizar el aplazamiento de algunas apropiacio-
nes de la presente vigencia fiscal, con el fin de mantener la coherencia macroeconómica, el 
cumplimiento de la regla fiscal y la confianza en la economía del país; 

Que revisadas las proyecciones del presupuesto de rentas y recursos de capital para el 
año 2016, considerando el nuevo entorno económico, por parte del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, los recaudos que se espera percibir no son suficientes para financiar los gastos 
autorizados en la Ley Anual del Presupuesto para la vigencia fiscal de 2016; 

Que de conformidad con el artículo 4° del Decreto número 2550 de 2015, el presente decreto 
incluye apropiaciones que corresponden a la provisión equivalente al 1% del presupuesto de 
la vigencia de 2016 de que trata el inciso 2° del artículo 102 de la Ley 1769 de 2015; 

Que el Consejo de Ministros en su sesión del 22 de febrero de 2016 autorizó el aplazamiento 
total o parcial de algunas apropiaciones presupuestales de los órganos que conforman el Presupuesto 
General de la Nación, y facultó al Consejo Superior de Política Fiscal (Confis), para emitir concepto 
previo de que trata el artículo 76 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, en el evento en que nuevas 
circunstancias permitan modificar o levantar el aplazamiento total o parcialmente; 

Que el aplazamiento de las apropiaciones presupuestales se efectuó en forma razonable y 
proporcionada, respetando la autonomía presupuestal de las otras ramas del poder público y 
entidades autónomas, dando cumplimiento a la Sentencia C-192 del 15 de abril de 1997 de la 
Corte Constitucional que declaró exequible el artículo 34 de la Ley 179 de 1994,

DECRETA:
Artículo 1°. Aplazar el Presupuesto de Gastos para la vigencia fiscal de 2016, en la suma 

de seis billones de pesos ($6.000.000.000.000) moneda legal, según el siguiente detalle:
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Artículo 2°. El presente Decreto no surte efectos fiscales para aquellas apropiaciones 
presupuestales que respalden compromisos adquiridos con cargo a vigencias futuras. 

En los casos previstos en el inciso 2° del artículo 8° de la Ley 819 de 2003 si los com-
promisos no se perfeccionan la apropiación presupuestal respectiva se entenderá aplazada. 
De esta situación deberá informarse al Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección 
General del Presupuesto Público Nacional, dentro de los tres días siguientes a su ocurrencia. 

Artículo 3°. El presente decreto no surte efectos fiscales para aquellas apropiaciones pre-
supuestales indicadas en el artículo 2°, que respalden compromisos adquiridos con cargo al 
presupuesto de la vigencia actual debidamente perfeccionados. 

Artículo 4°. Las secciones presupuesta les que corresponden a órganos autónomos a las 
cuales se les aplaza un monto global del Presupuesto de Gastos, deberán determinar las partidas 
específicas afectadas con tal medida y comunicarlas dentro de los quince (15) días siguientes 
a la publicación del presente decreto al Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección 
General del Presupuesto Público Nacional. 

Artículo 5°. El Gobierno nacional, previo concepto del Consejo Superior de Política Fiscal 
(Confis), podrá sustituir partidas aplazadas por otras que no lo están, siempre que tengan el 
mismo efecto fiscal. 

Artículo 6°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 4 de marzo de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

Ministerio de Agricultura  
y Desarrollo Rural

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 000040 DE 2016
(marzo 4)

por la cual se designan de manera transitoria representantes de los productores y vendedores 
de cacao para la conformación del Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios 

del Cacao.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, en ejercicio de sus facultades legales, en 

especial las conferidas por el artículo 39 de la Ley 101 de 1993 y el parágrafo del artículo 
2.11.1.6 del Decreto 1071 de 2015, y

CONSIDERANDO:
Que el Decreto 1485 de 2008, compilado actualmente en el Decreto 1071 de 2015, Decreto 

Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, 
transformó el Fondo de Estabilización de Precios de Exportación del Cacao en el Fondo de 
Estabilización de Precios del Cacao, para que operara conforme a los términos establecidos 
en el Capítulo VI de la Ley 101 de 1993.

Que el artículo 2.11.1.6 del Decreto 1071 de 2015 establece que el Fondo de Estabilización 
de Precios del Cacao tendrá un Comité Directivo integrado por:

1. El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado, quien lo presidirá.
2. El Ministro de Comercio, Industria y Turismo, o su delegado.
3. Dos representantes de los productores de cacao.
4. Un representante de los vendedores de cacao.
5. Un representante de los exportadores del producto sujeto de estabilización.
Que el parágrafo del artículo 2.11.1.6 del Decreto 1071 de 2015, modificado por el artículo 

3° del Decreto 013 de 2016, establece que la designación de los representantes de los produc-
tores, exportadores y vendedores de cacao al Comité Directivo del Fondo de Estabilización 
de Precios del Cacao corresponde al Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural con base en 
ternas presentadas por cada uno de los gremios representativos de cada actividad.

Que el Título 4 de la Parte 10 del Libro 2 del mencionado Decreto 1071 de 2015 establece 
los medios democráticos de elección de miembros de juntas directivas de fondos que manejen 
recursos parafiscales, distintos de aquellos miembros que representen a entidades públicas.

Que mediante Resolución 31 de 2016 el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
en desarrollo del mencionado Título 4 de la Parte 10 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, 
estableció términos, procedimientos y requisitos para la elección de miembros de órganos 
directivos de los fondos parafiscales.

Que el artículo 6° de la Resolución 31 de 2016 señala que la selección y/o designación de 
los miembros de las juntas, comités o consejos directivos de los fondos parafiscales, cuyos 
periodos hayan vencido o se venzan antes de la elección democrática a que se refieren el 
parágrafo 3° del artículo 106 de la Ley 1753 de 2015, el Título 4 de la Parte 10 del Libro 2 
del Decreto 1071 de 2015 y la misma resolución, podrán hacerse transitoriamente conforme 
al procedimiento antecedente al régimen de elecciones. De la misma forma, señala que las 
personas así seleccionadas y/o designadas solo ejercerán la representación hasta que se efec-
túe la elección de quien deba reemplazarlos, conforme a las mencionadas normas, y en todo 
caso solo por un término máximo de seis (6) meses, contados desde la fecha de publicación 
de dicha resolución.

Que la Resolución 274 de 2008, por la cual se dictaron normas sobre la designación de los 
miembros del Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao, estableció 
en su artículo 1° el proceso de selección de ternas y correspondiente presentación al Ministro 
de Agricultura y Desarrollo Rural.

Que la última designación de los representantes de los productores, vendedores y exportadores 
de cacao para integrar el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao 
fue realizada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural mediante Resolución 295 del 
4 de septiembre de 2013, correspondiente al periodo 2013-2015, encontrándose cumplido el 
periodo establecido para este efecto, y siendo necesario realizar una nueva designación, con 
el fin de dar continuidad a la actividad de dicho Comité Directivo.

Que mediante oficio radicado en el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural el 6 de agosto 
de 2015, el Presidente Ejecutivo de Analdex solicitó prorrogar la designación como representante 
de los exportadores en el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao 
del Vicepresidente Técnico de esa asociación, doctor Diego Rengifo García, identificado con la 
cédula de ciudadanía número 14243985 de Ibagué, sin remitir la terna correspondiente.

Que mediante oficio del 3 de septiembre de 2015, el Presidente Ejecutivo de Fedecacao 
informó que la Junta Directiva Nacional de esta Federación designó como terna de candidatos para 
representantes de los productores de cacao en el Comité Directivo del Fondo de Estabilización 
de Precios del Cacao a Jorge Fernando Castaño, identificado con cédula de ciudadanía número 
8405110, a Luis Ricardo Gutiérrez, identificado con cédula de ciudadanía número 13838744, y 
a Eduardo Alonso Ramírez Rincón, identificado con cédula de ciudadanía número 19456512.

Que mediante oficio del 16 de septiembre de 2015, la Vicepresidenta Ejecutiva de la ANDI 
informó que las empresas afiliadas a la Cámara de la Industria de Alimentos vinculadas al 
sector enviaron como terna de candidatos para representante de los vendedores de cacao en 
el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao a Amira del Pilar Ortiz 
Olaya, Directora del Comité Especial de Confitería y Chocolatería de la ANDI, a María Ca-
rolina Lorduy Montañez, Directora Ejecutiva de la Cámara de la Industria de Alimentos de la 
ANDI, y a Viviana Bermúdez, Asesora de la Cámara de la Industria de Alimentos de la ANDI.

Que con el fin de garantizar la continuidad de la actividad del Fondo de Estabilización 
de Precios del Cacao y que el proceso de elección de los nuevos representantes de los pro-
ductores, vendedores y exportadores de cacao para la conformación de su comité directivo 
se adelante adecuadamente, con el agotamiento de las etapas y procedimientos requeridos al 
efecto, es necesario designar de manera transitoria a los mencionados representantes, quienes 
solo ejercerán la representación hasta que se efectúe la elección de quien deba reemplazarlos, 
conforme al nuevo régimen de elecciones, y en todo caso solo por un término máximo de seis 
(6) meses, contados a partir de la publicación de la Resolución 31 de 2016.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Designar a los señores Jorge Fernando Castaño, identificado con la cédula 
de ciudadanía 8405110, y Luis Ricardo Gutiérrez, identificado con la cédula de ciudadanía 
13838744, como los dos representantes de los productores de cacao en el Comité Directivo 
del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao.

Artículo 2°. Designar a la señora Viviana Bermúdez, identificada con la cédula de ciuda-
danía 1032444767, como la representante de los vendedores de cacao en el Comité Directivo 
del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao.

Artículo 3°. La presente designación de los representantes de los productores y vendedores 
de cacao en el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao se hace 
transitoriamente hasta que se efectúe la designación de quien deba reemplazarlos, o por el 
periodo máximo previsto en el artículo 6° de la Resolución 31 de 2016, esto es, máximo hasta 
el día 17 de agosto de 2016.

Artículo 4°. La designación del representante de los exportadores de cacao en el Comité 
Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao se realizará una vez el gremio 
correspondiente presente la terna respectiva para el efecto.

Artículo 5°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga la 
Resolución 295 del 4 de septiembre de 2013.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 4 de marzo de 2016.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Aurelio Iragorri Valencia.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 000041 DE 2016
(marzo 4)

por la cual se crea el Comité de Participación Accionaria del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural para Fondos Ganaderos, Centrales de Abasto, Empresas del Fondo Em-

prender - Idema, activos y en liquidación, y otras participaciones accionarias.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, en uso de sus funciones constitucionales 

y legales, y en especial las conferidas en el artículo 59, numeral 3, de la Ley 489 de 1998, en 
concordancia con el artículo 6° del Decreto 1985 de 2013, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 209 de la Constitución Política establece que la función administrativa 

está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración defunciones.

Que el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural participa en el capital accionario de 
algunos Fondos Ganaderos, Centrales de Abasto y Empresas del Fondo Emprender, así como 
de otras entidades.

Que el Conpes número 3851 del 23 de noviembre de 2015, “Política General de Propiedad 
de Empresas Estatales del Orden Nacional”, señaló que el Gobierno Nacional debe desarrollar 
una política general de activos en la que defina cuáles activos son estratégicos y cuáles no, 
establecer mandatos claros y explícitos a cada una de sus empresas, y producir lineamientos 
de propiedad para cada empresa estatal, en virtud de sus derechos como propietario y el nivel 
de su participación accionaria, donde establecerá y comunicará claramente a la junta directiva 
los objetivos generales que la empresa debe perseguir.


